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L INrRODUCCIÓN 
Hasta ahora hemos repasado -guiados por la mano experta de los 
ponentes anteriores-, cuestiones referidas a aspectos generales de la 
autoridad normativa de la Conferencia Episcopal Española. 
En la ponencia anterior hemos tenido oportunidad de introducirnos 
en las materias, más concretas, de las normas sobre actos litúrgicos y/o 
sacramentales. En esta sesión debemos acercarnos más a la realidad de 
un sacramento concreto: el del matrimonio. Pienso que no es casualidad 
que se haya querido dedicar expresamente una sesión de este Curso a 
comentar las normas emanadas por nuestra Conferencia Episcopal acerca 
de este sacramento. 
• El texto recoge una ponencia del autor en el «XVI Curso de Actualización en 
Derecho Canónico», que tuvo lugar en la Facultad de Derecho Canónico de la Universidad de 
Navarra en septiembre de 1991. 
rus CANONICUM, XXXII, n. 63,1992,301-316. 
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Es obvia la importancia del mismo. Para tantos fieles, el matrimonio 
constituye el camino por el que transcurre su vocación cristiana: su res-
puesta personal a la llamada de Dios para alcanzar la santidad, y su res-
puesta igualmente personal para realizar acabada y cumplidamente la mi-
sión que Dios les llama a realizar, a la vez, en la Iglesia y en el mundo. 
Con todo, no es la trascendencia del matrimonio el motivo de que se 
le reserve un tratamiento particularizado. Piénsese, por ejemplo, en la 
trascendencia del sacramento del bautismo, o del Orden sagrado; en la 
trascendencia de la Eucaristía -centro de toda la vida de la Iglesia-; en la 
trascendencia del Romano Pontífice o de la tarea evangelizadora de la 
Iglesia. Podremos concluir que, efectivamente, el matrimonio es impor-
tante -vitalmente importante- en la vida eclesial; pero no reside ahí el 
motivo directo de un análisis particular: de hecho, no son menos impor-
tantes otras materias como las que acabamos de enunciar, y que, sin 
embargo, no serán igualmente consideradas durante estas jornadas. 
Es cierto también que, numéricamente, el matrimonio atañe -en su 
dimensión activa- a una multitud de fieles que constituyen la inmensa 
mayoría del Pueblo de Dios. Pienso, con todo, que tampoco es el dato 
sociológico el causante de que nos detengamos a estudiar ahora el tema 
que nos ocupa: por lo menos de modo directo. 
¿A qué se debe, entonces, la inclusión de este título en el programa 
de estas jornadas de estudio? A mi parecer, se debe -como motivo 
inmediato- a un dato irrefutable y preciso: existe un cierto número de 
normas promulgadas por la Conferencia Episcopal de España que se 
refieren al matrimonio. A esta razón, de carácter tan escuetamente 
positivo, se pueden añadir un fundamento teórico, una finalidad práctica, 
y una justificación de carácter antropológico. 
El fundamento teórico reside en que el matrimonio, por la esencia 
social de la relación que lo constituye, exige del ordenamiento jurídico 
una atención que no exigen, por ejemplo, otros temas más excelsos 
como el de la Eucaristía. 
Lafinalidad práctica reside en que el acompañamiento y preparación 
de los contrayentes constituyen una realidad cotidiana en el ámbito de la 
pastoral ordinaria. 
Lajustificación de carácter antropológico viene dada, en último 
extremo, porque el matrimonio -sacramento entre bautizados- contiene 
íntegramente toda la realidad de un institutum naturae: de una institución 
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derivada en línea directa de la misma naturaleza humana. Por ello pueden 
coexistir en un espacio determinado varios sistemas matrimoniales, 
alguno de los cuales diseñado por la autoridad civil. Por eso también 
puede tener amplia -y honda- relación con las formas culturales y con las 
costumbres de los diversos lugares y pueblos. De ahí -quizá- que la 
Santa Sede, al revisar sus propias fuentes de normas, haya decidido 
atribuir -o mantener atribuidas- distintas cuestiones referentes al matri-
monio precisamente a las Conferencias Episcopales, para el mejor servi-
cio a las respectivas naciones o a los territorios sobre los que legítima-
mente han sido erigidas1. 
Esta introducción no es, en nuestra opinión, un recurso retórico de 
iniciación al tema. Es más bien un recuerdo necesario y subrayado del 
porqué el Código de 1983 atribuye a las Conferencias Episcopales las 
materias que a continuación veremos. Y es también un recuerdo inelu-
dible de otras cuestiones igualmente referentes al matrimonio que el 
supremo legislador no consideró oportuno atribuirles. 
Será conveniente, hechas estas advertencias, adentramos en el 
terreno concreto de nuestro estudio: el momento en que fueron dadas las 
normas; su rango y su calidad técnica; los aspectos concretos tratados; la 
solución aplicada ... 
11. LAS PRIMERAS NORMAS COMPLEMENTARIAS 
En cuanto al origen temporal se refiere, es necesario -y grato-
reconocer que la Conferencia Episcopal Española actuó con rapidez y 
eficacia. En efecto, el Primer Decreto General sobre Normas comple-
mentarias al Código lleva fecha, como es sabido, de 26 de noviembre de 
1983. y este primer Decreto, como veremos, abarca la casi totalidad de 
las cuestiones que el Código dejaba atribuidas a las Conferencias de 
1 . Cfr. Primer Decreto General de la Conferencia Episcopal Española sobre Normas 
complementarias al Código, de 26.x1.l983 (recognitio del 26.V.1984; promulgado en el 
Bolet(n Oficial de la Conferencia Episcopal Española, n. 3 (1984), pp. 95-104; vigente 
desde el 7 .VII.1984); los textos se encuentran juntos en MARTíN DE AGAR, J.T., Legisla-
zione delle Conferenze Episcopali Complementare al c./. C., Milano 1990. Cfr. DE DIEGO-
LORA, C., Competencias normativas de las Conferencias Espiscopales: Primer Decreto 
General en España, en «Ius Canonicum», 48 (1984), pp. 527-570; AzNAR GIL, F.R., La 
preparación para el matrimonio: principios y nomlas canónicas, Salamanca 1986. 
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Obispos en materia de matrimonio. Teniendo en cuenta que el propio 
Código fue promulgado el 25 de enero de 1983, y entró en vigor el pri-
mer día del Adviento del mismo año, se puede decir que la Conferencia 
de los obispos españoles hizo un esfuerzo para acometer en el mínimo 
plazo de tiempo la tarea de completar la legislación universal de nuevo 
cuño con la correspondiente normativa particular. 
En el Decreto citado, se resolvían -hemos dicho- casi todas las 
cuestiones relativas al matrimonio, propias de la competencia de la 
Conferencia. Sólo hubo tres excepciones. 
111. LOS ESPONSALES 
La primera de ellas fue la referente a las normas sobre la promesa 
unilateral de matrimonio -o bilateral, que suele llamarse también 
esponsales-o En esta materia este Primer Decreto determina que deben 
seguirse aplicando las normas contenidas en el Código anterior -el de 
1917- hasta elIde enero de 1985. El Decreto general de 1 de diciembre 
de 1984, en la la de las Disposiciones finales declara cesadas «las 
normas transitorias del Decreto general de 1983, salvo en lo referente a 
los cc. ( ... ) 1062, § 1»2; Y el mismo Decreto, en la la de las Normas 
transitorias señala de nuevo que en esa materia «se estará a lo que 
dispone el Código de Derecho Canónico de 1917». 
A finales de 1986, la Conferencia Episcopal Española elaboró el 
cuarto Decreto General sobre normas complementarias al Códig03, en el 
que trataba expresamente de los esponsales. En el artículo segundo de 
este Decreto se derogaba finalmente la vigencia del c. 1017 del Código 
de 1917 y se disponía «que tenga fuerza de ley canónica la legislación 
civil española que regula los esponsales, tanto la del Código civil como 
la de los Derechos forales, quedando íntegra la salvedad del c. 1290». 
Las causas del retraso de estas normas -con respecto a las otras de que 
2. Boletfn Oficial de la Conferencia Episcopal Española, n. 6 (1985), pp. 3-10 (la 
fecha de la recognitio es 8.VI.1985, y la vigencia comienza el 25.Vill.1985). Cfr. fuENTES 
ALONSO, J .A., Comentario al segundo Decreto general de la Conferencia episcopal espa-
ñola, en «Ius Canoniculll» 50 (1985), pp. 639-655. 
3. De fecha 21.X1.1986, obtuvo la recognitio el 1O.X.1987; fue promulgado en el 
Boletln Oficial de la Conferencia Episcopal Española, n. 16 (1987), pp. 155-157, Y está 
vigente desde el 18.XII.1987. 
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venimos hablando- podrían deberse a la cantidad de trabajo que desa-
rrolla la Conferencia Episcopal; o bien a la complejidad de la materia en 
sí; o a un intento de reestructuración completa de toda la cuestión. 
Podrían deberse, en efecto, a alguna de estas razones ... pero también 
podrían deberse a hechos más simples: a la escasa incidencia actual en 
España de este tipo de promesas, que no convertía este tema en cuestión 
de urgencia; a la convicción de que la normativa del Código de 1917 al 
respecto seguía presentándose de momento como solución correcta y 
válida, o, más probablemente, al estudio de la legislación civil en los 
distintos ámbitos del Estado español, antes de determinar la remisión a 
dichos ordenamientos. 
IV. ¿DOS OMISIONES? 
Las otras dos excepciones de materias que la Conferencia Episcopal 
Española no reguló en su Primer Decreto general sobre las Normas 
Complementarias al Código de 1983, fueron las referidas a la posibilidad 
de delegar a laicos la facultad de asistir a matrimonios (c. 1112); y la 
posibilidad de nombrar jueces laicos que pudieran actuar en un tribunal 
colegiado (c. 1421, 2). Ambos cánones se encuentran, sin embargo, 
expresamente citados junto a otros, en el artículo 7, en el que el Decreto 
general establece que «sin perjuicio de lo que en el futuro pueda dispo-
nerse a esas materias y a esos poderes jurídicos que atribuyen compe-
tencias o facultades de legislar a esta Conferencia Episcopal, la presente 
Asamblea Plenaria, de momento, se reserva dictar normas particulares 
sobre aquello a lo que se refieren»4 (los citados cánones). 
En sentido estricto no parece que se trate, en los casos señalados, de 
un retardo innecesario; o de grave dificultad de regular la materia; ni 
siquiera de prudencia pastoral. En sentido estricto, insistimos, nos 
parece más bien que la inclusión de la referencia a estos dos cánones 
debe atribuirse más bien a un «exceso de celo» por parte de la propia 
Conferencia. 
Decimos «exceso de celo», porque en rigor cabe dudar seriamente 
de que el Código -en tales cánones- transfiera poderes jurídicos que 
4. Primer Decreto General, cit. 
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atribuyan competencias o facultades de legislar a las Conferencias Epis-
copales. Veamos pues, brevemente, el tenor de los textos codiciales. 
El parágrafo primero del c. 1112 dice: «donde no haya sacerdotes ni 
diáconos, el Obispo diocesano, previo voto favorable de la Conferencia 
Episcopal y obtenida la licencia de la Santa Sede, puede delegar a laicos 
para que asistan a los matrimonios». 
Analizando el contenido de este parágrafo cabría señalar que se 
establece: 1) una situación objetiva referida a la ausencia de ministros 
sagrados; 2) una licencia ad validitatem que corresponde a la Santa Sede 
otorgar; 3) un peticionario y posterior titular de la facultad de delegar, 
que es el obispo diocesano; y 4) un requisito -previo a la petición a la 
Sede Apostólica- que consiste en el voto favorable de la correspondiente 
Conferencia de Obispos. Por ello no parece que se les pida -o atribuya la 
Facultad- a las Conferencias episcopales de emanar normas acerca del 
particular. Más bien se les requiere para que -como colegio- emitan un 
dictamen con carácter de voto, cuya resolución favorable -eso sí- es 
condición necesaria para que el Obispo interesado pueda tramitar su 
petición al Romano Pontítice. 
Es más, el parágrafo segundo del mismo canon señala que «se debe 
elegir un laicQ idóneo, capaz de instruir a los contrayentes y apto para 
celebrar debidamente la liturgia matrimonial». Nada se dice aquí respecto 
de las Conferencias Episcopales; y puesto que quien delega es el Obispo 
diocesano -y no ellas- sería a éste a quien competiera la determinación de 
las condiciones que debieran reunir tales laicos, y su elección específica. 
Contando además con que tales condiciones harían referencia, en su 
caso, a la ilicitud de la delegación, pero no afectarían a su validez5. 
El caso del canon 1421 § 2 es algo más complejo. «La Conferencia 
Episcopal -dice- puede permitir que también los laicos sean nombrados 
jueces, uno de los cuales, en caso de necesidad, puede integrar el tribu-
nal colegiado». 
En esta ocasión el tema versa sobre el nombramiento de jueces 
laicos. Las condiciones objetivas del candidato vienen ya señaladas por 
el propio Código en el parágrafo siguiente del mismo canon: «Los jueces 
han de ser de buena fama, doctores o al menos licenciados en derecho 
5. Cfr. NAVARRO V ALLS, R., Comentario al c. J J 12, en ~Código de Derecho Canó-
nico», Edición Anotada, Pamplona 1987. 
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canónico». El que debe nombrar los jueces es, evidentemente, el Obis-
po, como señala el parágrafo primero «Sean constituidos en la diócesis 
por el Obispo, jueces diocesanos, que sean clérigos». 
El parágrafo segundo, por taI).to, en medio de estos dos, constituye 
-pensamos- un requisito exigido para la posible excepción del nombra-
miento de laicos. Lo que compete a la Conferencia Episcopal, propia-
mente, es permitir esa posibilidad ... pero no dice que deba legislar o 
emanar normas para ello. Puede argüirse, con todo, que tampoco se le 
niega esa facultad, y que si se le concede que «pueda permitir», se le 
debe conceder que pueda concretar normativamente los criterios de tal 
permisión. Ahora bien ¿no están los criterios suficientemente señalados 
en el propio Código? ¿No se estalÍa aquí pidiendo un juicio prudencial 
de conveniencia, más que otorgando facultades legislativas? ¿Qué que-
daría por legislar sobre la materia, aparte del criterio de necesidad? Y éste 
¿no bastaría, más bien, para emitir un juicio, y no una ley? 
En cualquier caso, no consta hasta ahora que la Conferencia Epis-
copal Española haya emanado normas de carácter general con respecto a 
ninguno de estos dos cánones. Por esta razón también aludimos antes a 
un simple -y entrañable- «exceso de celo», como causa de su citación 
expresa en el Primer Decreto General sobre las Normas Comple-
mentarias al Código. 
V. EL CONTENIDO POSITIVO DE LAS PRIMERAS NORMAS 
Hemos visto, pues, lo que este Primer Decreto mantuvo con la 
normativa del Código de 1917, y lo que dejó sin desarrollar. Nos falta 
ahora repasar el contenido positivo de esta norma. 
En los artículos 11 y 12 del Decreto, la Conferencia Episcopal 
Española se refiere a cuatro temas contenidos en tres cánones: los temas 
son el de la edad mínima para contraer matrimonio (c. 1083)6; el 
expediente y las proclamas que deben anteceder al matrimonio (c. 1067); 
6. El tenor literal del canon dice lo siguiente: «§ 1. No puede contraer matrimonio 
válido el varón antes de los 16 años cumplidos, ni la mujer antes de los 14, también cum-
plidos. § 2. Puede la Conferencia Episcopal establecer una edad superior para la celebración 
lícita del matrimonio,.. 
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y las declaraciones y promesas que deben realizarse antes de la cele-
bración de un matrimonio mixto (c. 1126)7. 
VI. LA EDAD MÍNIMA 
Respecto al primer tema, hay que advertir el carácter novedoso de la 
propia legislación codicia!. En efecto, el texto del canon, de una parte 
aumenta la edad mínima para contraer matrimonio válidamente, situán-
dola en catorce y dieciséis años para la mujer y el varón respectivamente. 
Por otro lado el parágrafo segundo determina que «puede la Conferencia 
Episcopal establecer una edad superior, para la celebración lícita del 
matrimonio» . 
Nos encontramos aquí en un supuesto que remarca la justificación 
antropológica a la que al principio nos referíamos: en el tema convergen, 
de una parte, la legislación civil-con el consiguiente interés de mantener 
en lo posible una unidad de criterio: piénsese en las cuestiones derivadas 
del reconocimiento del matrimonio canónico en orden a obtener los efec-
tos civiles-; de otra, la adecuación de las normas canónicas a las costum-
bres y usos establecidos en un momento y lugar determinados. En con-
secuencia la Conferencia Episcopal Española fijó en 18 años la edad mí-
nima para celebrar el matrimonio, tanto para la mujer como para el va-
rón. También esta igualación sin considerar la diferencia de maduración 
biológica de los sexos, enlaza con la armonización de la legislación civil 
vigente, y más en concreto con la consideración de la mayoría de edad. 
Por lo demás, como se desprende del tenor del canon, esta norma afecta 
a la licitud, pero no a la validez del matrimonio eventualmente contraído. 
VII. EXPEDIENTE y PROCLAMAS 
Pasemos, pues, adelante, para ver ahora las normas referidas a la 
preparación del matrimonio. En primer lugar debemos considerar que no 
7. «Corresponde a la Conferencia Episcopal detenninar tanto el modo según el cual 
han de hacerse estas declaraciones y promesas, que son siempre necesarias, como la manera 
de que quede constancia de las mismas en el fuero externo y de que se infonne a la parte no 
católica» . 
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se trata de normas pastorales -en el sentido rígido del término- sino jurí-
dicas. En segundo lugar conviene recordar que afectan a aspectos de la 
preparación al matrimonio especial y específicamente relacionados con la 
ayuda para asegurar en lo posible la validez de la unión matrimonial-y, 
como es lógico, para procurar evitar la posible nulidad de dicha unión-o 
En tercer lugar, es oportuno subrayar que, si bien su tenor es jurídico, 
no pueden tomarse estas normas como trámites burocráticos o como ges-
tiones necesarias y previas que conviene a todos resolver del modo más 
expeditivo. Si las normas son de carácter jurídico, la dimensión pastoral 
de su correcta aplicación a todos se alcanza. Detrás de una nulidad o 
validez de un matrimonio, hay mucho más que un dato de derecho: hay 
vidas humanas, hay un conjunto de relaciones personales, hay caminos 
vocacionales concretos, hay almas con toda su grandeza y con sus inevi-
tables miserias. Unas proclamas, y no digamos un expediente matrimo-
nial, bien hechos, con sentido pastoral, pueden descubrir y resolver -o 
evitar- muchas situaciones dolorosas y no pocas lesiones graves a la 
justicia. 
En esta materia el canon 1067 se presenta con tono imperativo: «La 
Conferencia Episcopal establecerá normas sobre el examen de los contra-
yentes, así como sobre las proclamas matrimoniales u otros medios 
oportunos para realizar las investigaciones que deben necesariamente 
preceder al matrimonio, de manera que, diligentemente observadas, pue-
da el párroco asistir al matrimonio». 
En consonancia con esta norma imperativa del Código, la Confe-
rencia Episcopal Española estableció en el Decreto citado que las 
proclamas debían publicarse a) o por edicto fijado en las puertas de las 
Iglesias por un plazo de 15 días o b) donde hubiese tradición de ello, 
leyéndolas al menos en dos días de fiestaS. 
En cuanto al conocimiento de la condición y voluntad matrimonial 
de los contrayentes, el art. 12, 1 del Decreto establece que se haga un 
expediente matrimonial que incluya el examen de los contrayentes y 
testigos indicados en el Anexo 2 de dicho Decreto. 
S. Cfr. arto 12. 2. O. C. 
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Por su parte el Anexo 2 en cuestión se titula «Esquema de modelo 
de expediente institucional»9, y señala los elementos que se estima deben 
ser incluidos en el expediente pre-matrimonial. 
Los elementos están distribuidos en apartados que incluyen los 
datos personales de los contrayentes; los impedimentos; el consenti-
miento; la constatación de la formación suficiente; las dispensas y licen-
cias; las proclamas o medios equivalentes; la constatación de la celebra-
ción del matrimonio y diligencias subsiguientes; un guión para el examen 
de los testigos, y una advertencia que recuerda que los envíos de toda 
documentación a otra diócesis deben realizarse por medio de la Curia 
diocesana. 
Hay que decir que, como esquema, se muestra completo y preciso, 
sin extenderse en lo innecesario o pretender más de lo debido; pero sin 
omitir detalles cuyo interés puede resultar determinante. 
Respecto a los datos personales se pide: nombres; nombres de los 
padres; lugar de nacimiento; estado y profesión; Documento Nacional de 
Identidad y fecha de nacimiento acreditada; fecha de bautismo y datos de 
registro acreditados -y legalizados, si proceden de otra diócesis-; fecha 
de confirmación; religión; residencia actual y anteriores. Resulta intere-
sante que en el apartado referido al estado del contrayente se indican va-
rias posibilidades que pueden ser de relevancia: la viudez, la nulidad de 
un matrimonio anterior; la dispensa super rato o el privilegio paulino pre-
viamente concedidos; e incluso el matrimonio civil anterior -subsistente o 
disuelto-o En definitiva, se trata de conocer la relación existente entre el 
sujeto y una posible vida matrimonial-o quasimatrimonial- previa a la 
celebración de la boda 
En el apartado de los impedimentos simplemente se enumeran éstos 
o se indican los cánones correspondientes, para que sean tenidos en 
cuenta en el examen. 
Respecto al consentimiento, se recuerda la necesidad del conoci-
miento mínimo del matrimonio y de sus propiedades esenciales (ce. 
1096, 1099, y llOI, 2); la investigación sobre la posible existencia de 
alguna cualidad que por su propia naturaleza pueda perturbar gravemente 
la vida conyugal (ce. 1098 y 1084, § 3); la necesaria aceptación del 
matrimonio en conformidad con la doctrina católica: uno e indisoluble, 
9. Cfr. o. c. 
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ordenado al bien de los cónyuges, y a la generación y educación de los 
hijos (c. 1101, § 2); y el examen acerca de alguna posible condición (c. 
1102, § 1) o coacción (miedos, amenazas, etc. -c. 1103-). 
En definitiva, de lo que se trata es de obtener una información del 
sujeto y, a la vez, comprobar que el sujeto por su parte conoce y com-
parte una información adecuada a propósito del matrimonio. Por eso 
pensamos que muchas veces no se tratará de hacer rellenar un formulario 
de preguntas, sino más bien de mantener una o varias conversaciones de 
modo que al final de las mismas tengamos la información necesaria, y 
también los contrayentes. El diálogo distendido, más que una batería de 
preguntas escuetas lanzadas con frialdad, puede resultar valioso en extre-
mo. También porque resulta fácil para la condición humana, ante pre-
guntas directas, responder pensando en aquello que juzgará mejor o más 
adecuado quien realiza la pregunta. El diálogo más informal, sin em-
bargo, si bien resulta más difícil en su ejecución, es con frecuencia mu-
cho más válido para conocer de verdad la situación y actitud de una 
persona respecto al matrimonio. Parece claro, en efecto, que el objetivo 
perseguido por el expediente tiende a verificar que en el acto de contraer 
converjan adecuadamente los tres elementos básicos que deben garan-
tizar la constitución adecuada del vínculo conyugal: los contrayentes, el 
contenido objetivo e íntegro del consentimiento, y la recepción legítima 
del mismo por parte del ordenamiento jurídico de la Iglesia. 
Por eso, en cuanto a los contrayentes, se trata de constatar, de un 
lado, su aptitud objetiva: la ausencia de impedimentos; de otro lado, la 
adecuada percepción por parte del intelecto de lo que constituye el objeto 
del consentimiento: el contenido esencial de la institución matrimonial, al 
menos de modo implícito; y finalmente, el ajuste de la voluntad expre-
sada con respecto a dicho objeto: es decir, con respecto a la aceptación y 
entrega de sí mismo y del otro como cónyuge. . 
Con gran tacto, respetando la pluralidad de situaciones y la legítima 
libertad de los contrayentes, el esquema dedica el siguiente apartado a la 
constatación de la formación suficiente, admitiendo expresamente que tal 
formación puede haber sido recibida bien en cursos de formación prema-
trimonial, bien a través de la instrucción personal. No es superflua esta 
indicación. Recordemos que, en principio, toda persona humana -y por 
tanto, todo fiel- tiene derecho a contraer matrimonio: y si está dotado 
además de la capacidad jurídica de obrar en materia matrimonial. tal 
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derecho debe encontrar expedito su ejercicio. Por otro lado, el bautizado 
o recibido en la Iglesia católica que no se haya apartado de ella por un 
acto fonnal está obligado a contraer matrimonio en fonna canónica. 
De ahí que el papel fundamental de los pastores estribe en constatar 
que se dan las condiciones necesarias para la celebración de un matrimo-
nio in Jacie Ecclesiae. Pero con dos matices de importancia. En primer 
lugar basta que no haya nada que obste a la validez: o sea, que el criterio 
se apoya en el mínimo -lo sustancial-, si bien lo deseable siempre será el 
máximo. Ello se desprende del tenor de las cuestiones planteadas en el 
expediente matrimonial: en su totalidad van encaminadas a garantizar en 
lo posible la validez jurídica del acto ... y ello no debe confundirse con la 
personal preparación espiritual y ascética de los contrayentes. 
En segundo lugar conviene destacar que el sacerdote que realiza el 
expediente ejerce su ministerio como tal: como servicio o diaconía res-
pecto a los fieles. Por ello si observara que falta, o falla, alguna de las 
condiciones requeridas -sea los objetivos, sea los que dependen de la 
concreta voluntad matrimonial de los contrayentes-, no bastaría con que 
se negase a asistir como testigo cualificado ante la unión que solicitan. 
Por el contrario, el sentido pastoral que debe impregnar todas las relacio-
nes jurídicas en la Iglesia exigiría de él que pusiera todos los medios 
adecuados primero para explicar las dificultades o dudas que se presen-
tan, y luego para resolver del mejor modo y con la mayor prontitud tales 
dificultades. 
Es cierto que conviene aprovechar la circunstancia de la petición de 
un sacramento para facilitar formación y estimular una profundización de 
la vida de fe. Pero también es cierto que no puede considerarse la pre-
paración al matrimonio como un examen de licenciatura de la vida cris-
tiana: será tarea de los ministros sagrados multiplicar la dedicación para 
atender de modo suficientemente personal a quienes legítimamente soli-
citan de él el ejercicio de su ministerio. Por lo demás, la variedad de 
circunstancias exige que el ministro compruebe la idoneidad de los 
sujetos distinguiendo el ámbito de lo necesario de aquél que es más 
propio de la conveniencia 10. 
10. Cfr. RINcóN PÉREZ, T., Preparación para el matrimonio y «ius connubii», en 
A.A..VV., El matrimonio. Cuestiones de Derecho administrativo-canónico, Salamanca 
1990, pp. 37-79. 
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Por último, el expediente añade otros apartados para hacer constar 
las posibles dispensas y licencias, la realización de las proclamas y 
recepción de los testimonios necesarios, en su caso, y la fecha, lugar, 
nombre del testigo cualificado que recibió el consentimiento y notifica-
ción de la celebración. 
Los datos que deben tenerse en cuenta para el examen de los testigos 
recogen también acertadamente las interrogaciones acerca de lo que 
podría obstar a la validez del matrimonio. 
VIII. MATRIMONIOS MIXTOS 
En cuanto a las normas acerca de los matrimonios mixtos, la 
Conferencia Episcopal determinó que seguían en vigor las Normas 
establecidas el 25 de enero de 1971 para la aplicación del Motu Proprio 
Matrimonia mixta, de fecha 31 de marzo de 1970. 
Por aquella época se calculaba que en España, pese a ser un fenó-
meno minoritario, existirían ya unos veinte mil matrimonios mix~os. 
Respecto al expediente matrimonial, se instaba a la instrucción pre-
via «sobre la peculiaridad del matrimonio» y «sobre los fines y propie-
dades esenciales» del mismo. Esta instrucción debía ser realizada por el 
representante de la Iglesia Católica, si bien en ella podían participar 
también los ministros de otras confesiones11 . La parte católica debe dejar 
constancia escrita de las promesas y declaraciones específicamente exigi-
das en el documento pontificio: «para obtener del Ordinario del lugar la 
dispensa del impedimento, la parte católica debe declararse dispuesta a 
alejar de sí el peligro de perder la fe. Además, tiene la obligación grave 
de formular la promesa sincera de que hará todo lo posible para que toda 
la prole sea bautizada y educada en la Iglesia católicu»12. 
La parte acatólica debe hacer notar por escrito que ha recibido la 
instrucción sobre los fines y propiedades del matrimonio tal como lo 
11. Cfr. Nonnas de la Conferencia Episcopal Española para la aplicaci6n en España 
del Motu Proprio de S.S. sobre los matrimonios mixtos, n, l. 
12. M.P. Matrimonia Mixta, n.4; de ahí parece tomado el texto del actual c. 1125, 
§ 1, que advierte la necesidad de que «la parte católica declare que está dispuesta a evitar 
cualquier peligro de apartarse de la fe, y prometa sinceramente que hará cuanto le sea 
posible para que toda la prole se bautice y se eduque en la Iglesia católiCa». 
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entiende la Iglesia católica, y la voluntad de no excluir tales caracte-
rísticas, así como el hecho de conocer «los imperativos de conciencia 
que al cónyuge católico le impone su fe, y ( ... ) las promesas hechas por 
éste» 13. 
Sobre la dispensa del impedimento, se recuerda que corresponde al 
Ordinario y que en el caso del matrimonio entre católico y no bautizado 
afecta a la validez. 
Se recuerda luego la obligación de laforma canónica, salvo causas 
graves que lleven al Ordinario a su dispensa. Se especifican las siguien-
tes: a) La oposición irreductible de la parte no católica; b) un número 
considerable de familiares que rechazan esta forma; c) la pérdida de 
amistades muy arraigadas; d) el grave quebranto económico; e) un grave 
conflicto de conciencia del contrayente que no permita otra solución; f) el 
que una ley extranjera obligase al menos a uno a una forma diferentel4. 
En tales casos el matrimonio podría celebrarse bien según el rito de otra 
confesión cristiana y ante su ministro; o bien según la forma civil 
legítima siempre que respete los fines esenciales del matrimonio. 
Si se celebra en forma canónica, puede hacerse con la Liturgia de la 
Palabra o incluso dentro de la Misa. No puede realizarse una doble cere-
monia religiosa -aun simultánea-, en la que ministros de las dos confe-
siones pidan el consentimiento a los contrayentes. Si no tiene lugar 
dentro de la Misa, puede el ministro acatólico hacer alguna de las lectu-
ras, recitar la oración común de los fieles o incluso dirigir la palabra a los 
asistentes. 
Si la celebración -previa dispensa de la forma- tiene lugar según el 
rito de otra confesión religiosa, el ministro católico puede realizar lo que 
acaba de señalarse en el caso anterior para el ministro acatólico. Tal 
celebración, por tener carácter religioso, debe ser preferida a la simple 
forma civill5. 
Por lo que se refiere al registro: si es en forma canónica, se registra 
el matrimonio debidamente y se comunica al responsable de la otra 
confesión religiosa. Si se celebra con dispensa de forma, el párroco del 
contrayente lo registrará en el libro igualmente teniendo a la vista el acta 
13 . Normas ... , cit., 11, 3. 
14 . Cfr. ibid., n, 5. 
15. Cfr. ibid., n, 9. 
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matrimonial extendida por el responsable de la otra confesión o del 
Registro Civil, y consignará también al autor de las dispensas del impe-
dimento y de la forma 16. En ese caso también deberá anotarse al margen 
de la partida bautismal y comunicarlo a la Curia diocesana 
Las Normas terminan con una exhortación a los sacerdotes para la 
atención de los matrimonios mixtos ya habidos, instándoles a ofrecer -si 
fuera el caso- los remedios para resolver posibles anomalías o inquie-
tudes de conciencia. 
IX. PREPARACIÓN DE LOS DIÁCONOS PERMANENlES 
Por último, casi a modo de anécdota, existe también otra norma de 
la Conferencia Episcopal Española referida al matrimonio. Está incluida 
en el Anexo del Primer Decreto -ya citado- que contiene el Plan de 
estudio para los Diáconos permanentes. En efecto, al hablar de la materia 
de derecho canónico se determina: «especialmente por lo que se refiere al 
matrimonio y a la manera de preparar a las personas que se preparan para 
recibir este sacramento». 
X. CONCLUSIÓN 
Terminarnos aquí. Esta es la atención puesta por parte de la Confe-
rencia Episcopal Española en las materias concernientes a la preparación 
del matrimonio. En general parecen normas suficientes respecto a los 
contenidos que abarcan, precisas en la formulación, ajustadas a la reali-
dad del país, técnicamente correctas y prácticamente plausibles en orden 
a su aplicación. 
Nos recordaba ayer Monseñor Martínez Sistach, Presidente de la 
Junta Jurídica de Obispos de la Conferencia Episcopal, que la mayoría 
de la tarea de la misma no tiene contenidos jurídicamente vinculantesl7. 
16. Cfr. ibid., n, 2. 
17 . Otros documentos importantes de la Conferencia Episcopal Española en relación 
con el matrimonio han sido, por ejemplo, los siguientes: las «Orientaciones doctrinales y 
pastorales del Ritual del Matrimonio», preparadas por la Comisión Episcopal de Liturgia 
en 1971; la «Nota» sobre «la estabilidad del matrimonio», de la Comisión Episcopal para 
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!Gracias a Dios! Pues el derecho viene a vestir la realidad, pero ni la crea 
ni debe modificarla, sino proteger su desarrollo e impedir su adulte-
ración. De modo análogo, somos conscientes de que las normas de la 
Conferencia acerca de la preparación al matrimonio no agotan toda la 
riqueza de recursos del entero organismo eclesial l8. La consideración del 
matrimonio como realidad vocacional en la Iglesia y como estructura 
configurante del Pueblo de Dios, los medios sobrenaturales y, en defini-
tiva, la perspectiva final de la salus animarum hacia la cual, suo modo, 
se ordena todo el sistema jurldico, seguirá abriendo tantas puertas donde 
parecen agotarse las medidas jurldicas. Allí donde termina el impulso de 
la justicia, continúa la fuerza misteriosa de la caridad. Muchas gracias. 
la Doctrina de la Fe, de fecha 7.V.l977; el documento sobre «Matrimonio y familia, hoy», 
correspondiente a la XXXI Asamblea Plenaria de la Conferencia Episcopal Española, de 
6.vn.1979; la «Instrucción sobre el divorcio civil», de la XXXII Asamblea Plenaria de la 
Conferencia Episcopal Española, de 23X1.l979; la «Declaración sobre el proyecto de ley 
de modificación de la regulación del matrimonio en el Código civil», de la Comisión 
Permanente de la Conferencia, el 3.11.1981; y otra «Nota» de la Comisión Permanente de la 
Conferencia «Sobre el matrimonio y el divorcio», de 27.V1.l981. A estos textos habría 
que añadir las múltiples referencias al matrimonio y a la familia que se encuentran en los 
grandes documentos pastorales emanados desde la Conferencia Episcopal Española en la 
última década. 
18. Cfr. ce. 1063 y ss. 
